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Resumen

E
n este trabajo se analiza la controversia en-
tre México y Estados Unidos acerca de la de-
limitación de la plataforma continental de la 
“dona occidental” o “triángulo submarino” 
en el golfo de México, que motivó la firma 

del Tratado sobre la Plataforma Continental de 2000 y 
el Acuerdo sobre Yacimientos Transfronterizos de 2012, 
donde se pactaron las reglas y su explotación conjunta, 
factor que contribuyó a llevar a cabo la reforma de los 
artículos 27 y 28 de la Constitución, a efectos de permi-
tir la participación de inversionistas privados en el área 
del petróleo. Además, se estudian los diversos modelos 
contractuales, que puede pactar el Estado mexicano con 
particulares y empresas productivas para la exploración 
y extracción del petróleo.

Palabras clave: reforma energética, plataforma conti-
nental, utilidad compartida, producción compartida, ex-
plotación conjunta, “hoyos de dona”.
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The Energetic Reform of 2013

Abstract
This paper analyzes the dispute between 
Mexico and the United States regarding 
the delimitation of the continental shelf of 
the “western donut” or “submarine trian-
gle” in the Gulf of Mexico, which led to the 
signing of the Treaty on the Continental 
Shelf of 2000 and the Agreement on the 
Transboundary Hydrocarbon Resources 
of 2012, which established the rules for the 
joint exploitation by both countries and 
contributed to Mexico’s Energetic Reform 
(Articles 27 and 28 of the Constitution), 
which allows the participation of priva-
te investors in hydrocarbons exploration 
and extraction activities. In addition, this 
paper analyzes different kind of contracts 
signed by the Mexican government, which 
can be agreed by the Mexican State with 
national and foreign individuals, and 
in association with the State Productive 
Company (Pemex) for exploration and ex-
traction of hydrocarbons.

Keywords: Energetic Reform, continen-
tal shelf, shared utility, shared production, 
joint exploitation, “donut holes”.

i. Introducción

Con la Reforma Energética del 20 de di-
ciembre de 2013, se abrió la puerta a la 
inversión privada en el sector de los hidro-
carburos; área que anteriormente estaba 
reservada exclusivamente para el Estado 

mexicano, motivo por el cual, sin duda, es 
la más importante desde la expropiación 
petrolera.

La mayoría de los estudios sobre el tema, 
se han realizado en el contexto de las de-
nominadas “reformas estructurales del 
Estado mexicano”, sin considerar los an-
tecedentes jurídicos internacionales que 
también influyeron para su realización, 
particularmente la controversia entre 
México y Estados Unidos sobre la deli-
mitación fronteriza y la explotación de 
la plataforma continental que se extien-
de más allá de doscientas millas marinas 
en el golfo de México, que culminó con el 
Tratado sobre la Plataforma Continental 
de 2000 y el Acuerdo sobre Yacimientos 
Transfronterizos de 2012, en donde ambos 
países acordaron la explotación conjun-
ta de las grandes riquezas petroleras que 
guarda el hoyo de la “dona occidental”, 
ubicado frente a las costas de Tamaulipas 
y Texas, con lo que, entre otras cosas, se 
evitó la explotación unilateral de dicha 
zona por parte de las grandes compañías 
petroleras norteamericanas.

ii. Antecedentes

El Tratado sobre Límites Marítimos entre 
los Estados Unidos Mexicanos y los Esta-
dos Unidos de América de 1978 (Tratado so-
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bre la Zona Económica Especial [zee] de 1978), estableció la 
frontera marítima en el golfo de México.2

Poco tiempo después se descubrió un área triangular 
situada entre las dos líneas fronterizas, más allá de las 
doscientas millas marinas de ambas naciones. Si en el 
golfo de México se hacen dos mediciones de doscientas 
millas mar adentro, una a partir de las costas de México 
y la otra iniciando en las costas de Estados Unidos, se des-
cubre una zona triangular relativamente pequeña (apro-
ximadamente veinticinco mil millas cuadradas) ubicada 
entre las dos líneas fronterizas, conocida como “hoyos 
de dona” o “triángulo submarino”, área que no se nego-
ció en el Tratado sobre la zee de 1978.3

Fuente: Vargas, Jorge, Maritime Boundaries in the Gulf of Mexi-
co. A Legal and Diplomatic Saga Involving Mineral Riches and Un-
defined “Gaps”, Voices of Mexico, unam, No. 43, April-June, 1998, p. 57.

2	 Treaty on Maritime Boundaries between The United Mexican States 
and The United States of America, tias; 2143 unts 405, firmado en la 
Ciudad de México el 4 de mayo de 1978, vigente a partir del 13 de no-
viembre de 1997.

3	 La llamada “dona occidental” tiene una superficie aproximada de 17 
000 km2 y la porción al oriente comprende alrededor de 20 000 km2. 
Esta última es contigua también a la zee de Cuba. Barbosa, Fabio, El pe-
tróleo en los Hoyos de Dona y otras áreas desconocidas del golfo de México, 
México, Porrúa, Instituto de Investigaciones Económicas de la unam, 
2003, pág. 17.LA
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El 30 de junio de 1980 el Comité de Re-
laciones Exteriores del Senado estadouni-
dense celebró una audiencia para exami-
nar el Tratado sobre la zee de 1978. Entre 
los participantes, el geólogo Hollis Hed-
berg, profesor de la Universidad de Prin-
ceton, sostuvo que dicho Tratado dejaba 
a México un importante sector del centro 
del golfo de México con un enorme poten-
cial para la extracción de hidrocarburos y 
otros minerales.

Por lo anterior, el Senado estadouni-
dense encomendó a la agencia científica 
gubernamental The United States Geo-
logical Survey, una evaluación acerca de 
los recursos minerales del golfo de Méxi-
co, que abarcó toda la región fronteriza, 
los “hoyos de dona” (espacios más allá de 
las doscientas millas) y regiones de aguas 
profundas mexicanas en el golfo, al sur 
del paralelo 23, a la altura de las costas de 
Veracruz, sin autorización del gobierno 
mexicano. Como resultado de este estu-
dio, el gobierno estadounidense congeló la 
ratificación del Tratado de la zee de 1978, 
durante diecinueve años.4

Posteriormente, después de nueve años 
de trabajo de la III Conferencia de las Na-
ciones Unidas sobre el Derecho del Mar 
(de 1973 a 1982), se creó la “Convención de 
las Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar” (Convemar), firmada el 10 de diciem-
bre de 19825 por ciento diecinueve países 

4	 Ibidem, págs. 19-21.
5	 dof del 1 de junio de 1983.

pertenecientes a todas las regiones del 
mundo, con litoral, sin litoral o en situa-
ción geográfica desventajosa, por lo que se 
le denomina la Carta Magna de los Océa-
nos y se le considera uno de los tratados 
multilaterales más importantes de la his-
toria desde la aprobación de la Carta de 
las Naciones Unidas.

Los artículos 76 y 77.1 de la Convemar de-
finen el término plataforma continental, 
indican las áreas que comprende y sus lí-
mites, y establecen que el Estado ribereño 
ejerce derechos de soberanía sobre esta, a 
efectos de la exploración y explotación de 
sus recursos naturales.

Conforme a lo previsto en el artículo 76 
de la Convemar, existen dos formas de 
determinar la extensión de la plataforma 
continental del Estado ribereño:

i) 	 Cuando el borde exterior del margen 
continental se sitúe antes del límite de 
las doscientas millas marinas, la plata-
forma continental se podrá extender 
hasta las doscientas millas marinas, y

ii) 	 Cuando el borde exterior del margen 
continental se ubique más allá de las 
doscientas millas marinas, la plata-
forma continental se extenderá hasta 
donde llegue el borde exterior del mar-
gen continental.

Los estudios científicos de aquellos años 
no revelaban que el borde exterior del 
margen continental en el golfo de México, 
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tanto del lado mexicano como del esta-
dounidense, se ubicaba más allá del lími-
te de las doscientas millas marinas, por lo 
que se consideraba que la plataforma con-
tinental de ambos países se extendía hasta 
las doscientas millas marinas.

Por lo anterior, ambas naciones consi-
deraron que el “triángulo submarino” se 
situaba más allá de sus respectivas plata-
formas continentales y, en consecuencia, 
ninguna de las dos tenía derechos de sobe-
ranía sobre el mismo.

Los dos países adoptaron posturas opues-
tas respecto a la situación legal de los “ho-
yos de dona”. México declaró que la zona 
submarina triangular más allá del límite 
de las doscientas millas marinas, no se 
debería considerar como plataforma con-
tinental, ya que es parte de los fondos ma-
rinos internacionales, por lo que su sub-
suelo está fuera de la jurisdicción nacional 
(la “Zona”), y por lo tanto, es Patrimonio 
Común de la Humanidad, que debe estar 
bajo la vigilancia y administración de la 
Autoridad Internacional de los Fondos 
Marinos (la “Autoridad”).6 Ningún Estado 
o persona puede reivindicarse, apropiarse, 
adquirir o ejercer soberanía o derechos so-
bre parte de la “Zona” o de los minerales 
allí existentes.

Por su parte, Estados Unidos sostuvo que 
los “hoyos de dona” estaban situados en un 

6	 La “Autoridad” es la organización por conducto de 
la cual los Estados partes organizan y controlan las 
actividades de la “Zona”. Artículos 136, 137, 140 y 157 
de la Convemar.

área internacional sujeta a los principios 
que regulan la “alta mar”, en donde todos 
los Estados, ribereños o sin litoral, tienen 
el derecho o libertad de navegación, sobre-
vuelo, construcción de islas artificiales, 
pesca e investigación científica, por lo que 
cualquier persona o corporación puede 
apropiarse de los recursos localizados en 
el “triángulo submarino”, tales como pe-
ces, petróleo, gas o nódulos polimetálicos.7

Fue hasta 1991 que el gobierno mexicano 
obtuvo evidencias científicas con base en 
estudios especializados, para demostrar 
que el borde exterior del margen conti-
nental del lado mexicano, se extiende más 
allá de las doscientas millas marinas, por 
lo que los “hoyos de dona” no son parte de 
los fondos submarinos internacionales, 
sino que geológicamente forman parte de 
la plataforma continental de México; en 
consecuencia, se tiene el derecho a ejercer 
su soberanía sobre el “triángulo submari-
no”, con propósitos de exploración y ex-
plotación de los recursos minerales.8

Conforme al artículo 83 de la Convemar, 
la delimitación de la plataforma continen-
tal entre Estados con costas adyacentes o 
situadas frente a frente, se efectuará por 
acuerdo entre ellos, a fin de llegar a una 
solución equitativa sobre la base del dere-
cho internacional conforme a los instru-

7	 Vargas, Jorge, Oil and Natural Gas. A Legal Dispute 
Brewing in the Gulf of Mexico (Part Two), Voices of 
Mexico, No. 37, unam, October-December, 1996, pág. 
66.

8	 Ibidem, pág. 69.
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mentos previstos en el artículo 38 del Esta-
tuto de la Corte Internacional de Justicia, 
entre los que se encuentran los tratados 
internacionales. Al respecto, se plantea-
ron diversas formas de delimitación de la 
plataforma continental en el golfo de Mé-
xico, entre las que destacan:

a)	 La “equidistancia”, que consiste en me-
dir la distancia de una costa a otra y di-
vidir en dos partes iguales la cifra que 
resulte; lo cual resulta inequitativo si al 
extraer recursos (petróleo) de un lado, 
se sustraen los del otro (efecto popote), y

b)	 Los acuerdos de explotación conjunta 
mediante los contratos de utilidad com-
partida y de producción compartida.

Después de diecinueve años, el 23 de oc-
tubre de 1997 el Senado estadounidense 
aprobó el Tratado de la zee de 1978. Al poco 
tiempo, la Administración Clinton expre-
só su intención de iniciar negociaciones 
con México para delimitar la plataforma 
continental en el polígono occidental. Este 
mismo año, la Comisión de Relaciones Ex-
teriores del Senado norteamericano for-
muló un reporte apoyando el inicio de las 
negociaciones con base en los siguientes 
razonamientos:

La delimitación del polígono occidental 
se ha vuelto cada vez más importante 
para Estados Unidos…, el Departamento 
del Interior está recibiendo ofertas para la 

exploración en esta área… exhorta al Ejecu-
tivo para comenzar negociaciones sobre el 
polígono occidental a la brevedad,…9 (énfa-
sis añadido).

iii. Tratado del hoyo de la “dona occiden-
tal” de 2000 y Acuerdo sobre Yacimientos 
Transfronterizos de 2012

En diciembre de 1997, el gobierno mexi-
cano informó que se habían iniciado las 
negociaciones con Estados Unidos para 
delimitar la “dona occidental”, aunque las 
presiones del gobierno norteamericano 
habían comenzado desde 1991 con las ne-
gociaciones del Tratado de Libre Comercio 
de América del Norte (tlcan). Por su parte, 
el gobierno estadounidense informó que 
había devuelto las ofertas en las licitacio-
nes para la explotación de la “dona occi-
dental” por parte de las grandes empresas 
petroleras norteamericanas y que había 
cancelado otra subasta anunciada para 
1998. Lo que demuestra que con tratado o 
sin tratado, las grandes compañías petro-
leras estadounidenses continuaban avan-
zando en aguas profundas hacia la fronte-
ra con México.10

En junio de 2000, ambos países firma-
ron el Tratado entre el Gobierno de los 
Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno 
de los Estados Unidos de América sobre la 
Delimitación de la Plataforma Continen-

9	 Senate Executive Report 105-4, 105th Congress, 1st 
Session, paragraphs 5-6, October 22nd, 1997.

10	 Vargas, Jorge, op. cit., pág. 66.



R E V I S TA  E S P E C I A L I Z A D A  E N  I N V E S T I G A C I Ó N  J U R Í D I C A52

tal en la Región Occidental del Golfo de 
México Más Allá de las Doscientas Millas 
Náuticas (Tratado de la Plataforma Conti-
nental de 2000), en donde se alcanzaron, 
entre otros, los siguientes acuerdos:11

a)	 Un periodo de gracia de diez años (pro-
rrogables) posteriores a la entrada en 
vigor del Tratado, lapso en el cual las 
partes no autorizarán ni permitirán la 
perforación o la explotación petrolera 
o de gas natural en la plataforma con-
tinental del “triángulo submarino”, a 
efectos de que las partes busquen lle-
gar a un acuerdo para su eficiente y 
equitativa explotación.

b)	 Concluido el periodo de diez años, cual-
quier parte podrá otorgar licencias, con-
cesiones o poner a disposición regiones 
del área para la exploración y explota-
ción de petróleo o de gas natural.

11	 dof del 22 de marzo de 2001.

Fuente: Message from The President of The 
United States of America transmitting the Treaty 

with Mexico on Delimitation of Continental Shelf, 
Treaty Doc. 106-39, U. S. Senate, 106th Congress, 2nd 

Session, July 27th, 2000, p. 6.

En otras palabras, en el Tratado de la Pla-
taforma Continental de 2000, además de 
establecerse el límite de las plataformas 
continentales de México y Estados Uni-
dos, ambas naciones se comprometieron 
a no explotar durante diez años el petró-
leo o gas natural de la “dona occidental”, 
lapso en el que buscarían negociar su ex-
plotación conjunta. Si transcurrido el tér-
mino de los diez años no hubieran alcan-
zado un acuerdo de explotación conjunta 
o convenido una prórroga, cualquiera de 
las partes quedaba en libertad de explotar-
la por su cuenta.

El 22 de junio de 2010 extendieron el plazo 
de diez años para llegar a una negociación 
sobre la explotación conjunta de la “dona 
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occidental”, por tres años adicionales, con-
tados a partir del 17 de enero de 2011, perio-
do que venció el 17 de enero de 2014.12

Posteriormente, el 20 de febrero de 2012, 
se celebró el Acuerdo entre el Gobierno de 
los Estados Unidos Mexicanos y los Esta-
dos Unidos de América relativo a los Yaci-
mientos Transfronterizos de Hidrocarbu-
ros en el Golfo de México (Acuerdo sobre 
Yacimientos Transfronterizos de 2012), 
que establece:13

Artículo 1
El presente Acuerdo se aplicará a la coo-
peración entre las Partes respecto de la 
Exploración y explotación conjunta de las 
estructuras geológicas de Hidrocarburos y 
Yacimientos que se extienden a través de 
la Línea de Delimitación, cuya totalidad 
esté situada más allá de 9 millas náuti-
cas del litoral (énfasis añadido).

iv. La Reforma Constitucional de 2013

Al finalizar 2012, México concluía el octa-
vo año consecutivo de disminución soste-
nida en la producción de crudo, pasando 
la producción promedio diaria de su pico 

12	 Department of State, Agreement between The Unit-
ed States of America and Mexico Extending the Trea-
ty of June 9, 2000, Treaties and Other International 
Acts Series 10-622.1; disponible en http://www.state.
gov/documents/organization/188468.pdf

13	 dof del 18 de julio de 2014. “Yacimiento transfronte-
rizo” es aquel que se extiende a través de la línea de 
delimitación, cuya totalidad se localice más allá de 
nueve millas náuticas de la costa, explotable total o 
parcialmente desde ambos lados de la línea de deli-
mitación. Artículos 1 y 2 del Acuerdo de 2012.

de 3.4 millones de barriles en 2004 a 2.5 
millones de barriles en 2012.

En este año, México contaba con reser-
vas probadas equivalentes a diez años de 
producción y los hidrocarburos de fácil 
acceso se estaban agotando, por lo que era 
urgente invertir mucho más en explora-
ción en zonas de mayor complejidad para 
revertir la declinación, tanto en produc-
ción como en reservas, lo cual demandaba 
capacidades financieras, técnicas y opera-
tivas fuera del alcance de Petróleos Mexi-
canos (Pemex).14

En su proceso de apertura comercial, 
México ha emprendido diversas reformas 
estructurales; una de las más trascenden-
tes es la del sector energético, promovida 
durante el gobierno del expresidente Feli-
pe Calderón, a efecto de impulsar la explo-
ración y extracción de petróleo y de gas 
para obtener mayores recursos.

Por lo anterior, se reformaron diversas 
leyes sobre la materia, que conforme a 
su exposición de motivos, entre otros ob-
jetivos, buscaron: “Permitir a la empresa 
aprovechar de manera más eficiente el 
apoyo de terceros, dándole oportunidad 
de diseñar mecanismos de colaboración 
que logren reducir costos de operación y 
que propicien el mejor desempeño posible 
de las empresas participantes”.15

14	 Flores Quiroga, Aldo, Reforma Energética: hidrocar-
buros, México, 1.ª ed., Fondo de Cultura Económica, 
2018, págs. 20 y 23.

15	 Lázaro Sánchez, Iván, Los contratos petroleros. Un 
nuevo paradigma constitucional en México, México, 
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Al no modificarse la Constitución, dicho 
paquete de reformas legales no tuvo éxito 
y ocasionó conflictos de constitucionali-
dad que provocaron desconfianza en los 
inversionistas extranjeros. Posteriormen-
te, el informe de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(ocde): “México: políticas para un desarro-
llo incluyente”, recomendó, entre otras, 
las siguientes acciones: “La competencia 
y el combate a los monopolios públicos y 
privados. Continuar la reforma al marco 
de inversiones del sector petróleo y gas 
para permitir mayores niveles de inver-
sión privada”.16

Así, la disminución en la producción de 
crudo, las fuertes inversiones para la ex-
ploración y explotación en zonas de ma-
yor complejidad, las recomendaciones y la 
explotación conjunta de México y Estados 
Unidos del hoyo de la “dona occidental”, 
sentaron las bases para la denominada 
“Reforma Constitucional en Materia Ener-
gética”,17 con el objeto de permitir la parti-
cipación de la inversión privada (nacional 
o extranjera) en la exploración y explota-
ción de los hidrocarburos y convertir a los 
monopolios estatales, Pemex y la Comi-
sión Federal de Electricidad (cfe), en Em-
presas Productivas del Estado.

El artículo 27 de la Constitución mantie-
ne el dominio imprescriptible e inaliena-

Instituto Universitario Puebla/Tirant Lo Blanch, 
2019, pág. 184.

16	 Ibidem, págs. 190-191.
17	 dof del 20 de diciembre de 2013.

ble del Estado mexicano sobre los hidro-
carburos, y aunque no hace mención de 
los recursos transfronterizos, siendo que 
en la fecha de su discusión y aprobación 
ya estaba ratificado el Tratado de 2012, sí 
facilita la operación de este, porque re-
conoce el deseo del Estado mexicano de 
explotar los recursos de la manera más 
eficiente y segura, conforme a las mejores 
prácticas y principios establecidos en di-
cho Tratado, y permite la explotación con-
junta de los recursos petroleros mediante 
el otorgamiento de contratos a particula-
res por parte del Ejecutivo federal.18

Además, prohíbe expresamente otorgar 
“concesiones”, es decir, modelos de contra-
tación mediante los cuales el Estado otor-
ga un permiso a una o varias compañías 
privadas para la exploración, desarrollo y 
producción de petróleo o gas en un área 
geográfica durante un periodo, a cambio 
del pago en efectivo del impuesto sobre la 
renta (isr) de las empresas y un impuesto 
especial sobre la producción de petróleo 
(Royaltie), que captura la renta petrolera 
en caso de tener éxito. La compañía asu-
me el riesgo del fracaso, pero es propieta-
ria del petróleo en caso de éxito, además 
de los activos del proyecto. Las empresas 
internacionales petroleras prefieren este 
esquema, porque les permite registrar en 
su balance de reservas el petróleo encon-
trado, lo cual se toma como un parámetro 

18	 García Sánchez, Guillermo J., El derecho sobre recur-
sos transfronterizos y la reforma energética, México, 
Tirant Lo Blanch, 2018, págs. 46-47.
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clave para su valuación en los mercados 
financieros.19

Los artículos 27 párrafo sexto de la Cons-
titución, así como el 6 y 18 de la Ley de Hi-
drocarburos, permiten la participación de 
particulares (nacionales y extranjeros) en 
la exploración y extracción de hidrocar-
buros mediante:20

1.	 “Asignaciones” a Empresas Producti-
vas del Estado (Pemex y cfe), o

2.	 “Contratos” celebrados por el Estado 
mexicano con Empresas Productivas 
del Estado (cfe y Pemex) o particulares 
(nacionales o extranjeras), en particu-
lar, a través de:

a)	 Contrato de servicios,
b)	 Contrato de licencia,
c)	 Contrato de utilidad compartida, y
d)	 Contrato de producción compartida.

De manera excepcional, el Ejecutivo fede-
ral, por conducto de la Secretaría de Ener-
gía, podrá otorgar y modificar a cualquier 
Empresa Productiva del Estado, asignacio-
nes para realizar la exploración y extrac-
ción de hidrocarburos, siempre que sea el 
mecanismo más adecuado para los intere-
ses del Estado en términos de producción 
y abasto, y que el asignatario cuente con 

19	 Feliz, Raúl Aníbal, Utilidad compartida versus con-
cesiones, Periódico El Economista, sección Opinión, 
México, 14 de agosto de 2013.

20	 dof del 11 de agosto de 2014.

los recursos financieros, técnicos y de eje-
cución necesarios.21

Antes de la Reforma Energética, Pemex 
operaba con contratos de servicios en los 
que el gobierno pagaba a los contratistas 
sin importar si encontraban o no petróleo, 
por lo que estos no corrían ningún riesgo 
en la inversión. El contrato de servicios es 
un acuerdo entre un contratista y el go-
bierno, que cubre un servicio técnico defi-
nido, el cual debe prestarse en un tiempo 
determinado o completarse en un plazo 
específico; la inversión del contratista está 
limitada al valor de los equipos, herra-
mienta y personal necesario para prestar 
el servicio. El pago está normalmente ba-
sado en tarifas diarias, por hora o en un 
monto fijo por entrega (llave en mano). 
Los riesgos del contratista se limitan a so-
brecostos no recuperables, pérdidas deri-
vadas del incumplimiento del contrato o 
disputas contractuales. El contratista solo 
recibe un pago en efectivo, que puede ser 
con base en los trabajos realizados o el vo-
lumen de la producción, ya que esta perte-
nece al Estado.22

En este contrato se otorga a la compañía 
privada un área específica para la explo-
ración y explotación, y El Estado deter-
mina si quiere un porcentaje de lo que se 
encuentre y se explote, o un pago de de-
rechos e impuestos por la explotación de 

21	 Artículo 6 de la Ley de Hidrocarburos.
22	 Lázaro Sánchez, Iván, op. cit., págs. 167-168.
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ese territorio más algún tipo de reparto de 
utilidad.23

Algunos expertos consideran que el mo-
delo contractual de licencias es la mejor 
opción, pues le permite al Estado cobrar, 
con mayor certeza desde el inicio de la 
producción, una regalía progresiva, a par-
tir de un mínimo de veinte a treinta por 
ciento del valor de la producción.24

Los contratos de utilidad compartida son 
una variante de la familia de los contratos 
de producción compartida. La diferencia 
entre uno y otro está en el momento en el 
que la propiedad sobre los hidrocarburos 
pasa a manos privadas. En el caso de los 
contratos de producción compartida, la 
propiedad del petróleo se transfiere una 
vez que este ha sido extraído; jamás cuan-
do se encuentra en el subsuelo.

En un contrato de producción compar-
tida, se le paga a la empresa con petróleo, 
mientras que en el de utilidad compartida, 
todo el crudo lo recibe el Estado, quien lo 
vende y le da a la compañía una parte de 
la utilidad, de acuerdo con lo que se haya 
estipulado en el contrato. Esta diferencia 
no es sutil, “puesto que entregar el petró-
leo en especie sin duda no te da el mismo 

23	 López, Alejandra, Niega gobierno acuerdo secreto, 
periódico Reforma, sección Negocios, México, 2 de 
noviembre de 2013.

24	 Lajous, Adrián, Los contratos de utilidad compar-
tida, La Jornada, sección Opinión, México, 22 de 
septiembre de 2013.

margen de control sobre los activos que da 
un contrato de utilidad compartida”.25

En un contrato de utilidad compartida, 
el Estado pacta con la Empresa Productiva 
del Estado (Pemex) o las compañías priva-
das, los costos y riesgos para cada parte, 
conforme a lo previsto en las leyes sobre 
la materia. Se establece que en el supuesto 
de no encontrar crudo, la Empresa Pro-
ductiva del Estado o la compañía privada 
asumen todo el costo de la inversión.

Actualmente se asignan contratos so-
bre reservas ya localizadas, por lo que el 
riesgo es menor. En el caso de encontrar 
crudo, se realiza el cálculo del costo de re-
cuperación que será dividido entre el Es-
tado y la Empresa Productiva del Estado o 
la compañía privada, y una vez vendido el 
petróleo, se reparte lo que se conoce como 
“renta petrolera” (ganancia). El porcenta-
je de ganancia o utilidad que obtienen la 
Empresa Productiva del Estado o la com-
pañía privada, puede alcanzar entre 40 % 
y 60 % del total. Actualmente, la renta pe-
trolera es de aproximadamente 90 dólares 
por barril; la extracción, de 10 dólares; y la 
venta, de 100 dólares.26

En el esquema de utilidad compartida, 
la Empresa Productiva del Estado (Pemex) 
o la compañía privada asumen el riesgo 

25	 Notimex, shcp: con utilidad compartida, Pemex ten-
drá inversiones, periódico El Universal, sección Car-
tera, México, 13 de agosto de 2013; y Redacción Red 
Política, ¿Qué establecen los contratos de utilidad 
compartida?, periódico El Universal, sección Red Polí-
tica, subsección Nación, México, 19 de agosto de 2013.

26	 Redacción Red Política, op. cit.
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de tener un fracaso, además de pagar el 
gasto de la inversión, pero si tienen éxito, 
los primeros años de la producción se uti-
lizarán para reembolsar el gasto de dicha 
inversión, que posteriormente tendrá una 
participación en las utilidades. El resto de 
la utilidad es para el Estado como pago 
por la “renta petrolera”. Además, el Estado 
también recibe el pago del isr de la compa-
ñía. A diferencia de una concesión, estos 
contratos suponen una mayor participa-
ción del Estado en la gestión del proyecto, 
lo cual no le gusta a las empresas.27

En un contrato de producción compar-
tida, una vez que se extrae el petróleo, se 
entrega a la compañía privada un porcen-
taje del petróleo extraído (barriles produ-
cidos), acordado previamente, y cada uno 
comercializa sus hidrocarburos.28

En los contratos de utilidad y de produc-
ción compartida, el principal problema 
que enfrenta el Estado es la determina-
ción de los costos de producción y opera-
ción, los cuales tienden a dispararse por 
diversas razones: mala administración, 
gastos recuperables excesivos y difíciles 
de justificar, errores técnicos, sesgos al 
subestimar la complejidad del proyecto 
o simple manipulación. La asimetría de 
información entre el Estado y su empre-
sa petrolera o las compañías contratistas, 
nacionales y extranjeras, es enorme y la 
capacidad del Estado para auditar costos 

27	 Feliz, Raúl Aníbal, op. cit.
28	 López, Alejandra, op. cit.

es limitada. En la medida en que estos au-
mentan, la utilidad a compartir disminu-
ye y, por lo tanto, también los ingresos del 
Estado, por lo que la carga fiscal depende 
del control de los costos del proyecto en 
cuestión.29

v. Conclusiones

Con el propósito de llegar a una negocia-
ción acerca del conflicto de la delimitación 
y explotación de la plataforma continen-
tal que se extiende más allá de las doscien-
tas millas marinas en el golfo de México, 
Estados Unidos y México suscribieron el 
Tratado sobre la Plataforma Continental 
de 2000, en donde se comprometieron a 
establecer las reglas acerca de la explota-
ción conjunta del hoyo de la “dona occi-
dental”, en un término de diez años, cuya 
prórroga concluyó el 17 de enero de 2014.

Mediante el Acuerdo sobre Yacimientos 
Transfronterizos de 2012 ambos países 
sentaron las bases para la explotación 
conjunta de las riquezas que guarda el 
hoyo de la “dona occidental”, que implica 
la participación de la inversión privada en 
la exploración y explotación del petróleo.

La disminución en la producción de cru-
do, la necesidad de fuertes inversiones 
para exploración y explotación en zonas 
de mayor complejidad, las recomendacio-
nes de la ocde y el compromiso de explo-
tación conjunta entre México y Estados 

29	 Lajous, Adrián, op. cit.



R E V I S TA  E S P E C I A L I Z A D A  E N  I N V E S T I G A C I Ó N  J U R Í D I C A58

Unidos del hoyo de la “dona occidental”, 
sentaron las bases para la denominada 
Reforma Constitucional en Materia Ener-
gética, con el objeto de permitir la partici-
pación de la inversión privada en la explo-
ración y explotación de los hidrocarburos, 
mediante contratos de servicios, de licen-
cia, de utilidad compartida y de produc-
ción compartida, entre otros.
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